


©Ida y vuelta
N.° 3. Año 2.
Enero-abril 2021

DIRECCIÓN GENERAL: 
Luis Ernesto Navas 
Juaníbal Reyes Umbría 

CONSEJO EDITORIAL
María Lucrecia Hernández
Giordana García Sojo
Lorena Jiménez 
Daymar Martes
Cristóbal Cornieles Perret-Gentil 
Erick Gutiérrez

DISEÑO Y DIAGRAMACIÓN
Juaníbal Reyes Umbría

Esta obra fue desarrollada con la participación 
del Consejo Científico Tecnológico del Estado 
Bolivariano de Miranda.

Imagen de portada: Banco Mundial América 
Latina y el Caribe. “Migrantes cruzan frontera 
Venezuela-Colombia”. Foto: Greta Granados, 
2018. (Flickr)

DEPÓSITO LEGAL: 
N.° pp 2 0 1 9 0 2 DC58 763
ISSN: 2019-001-02-21
Realizado en la República Bolivariana de 
Venezuela

SURES: Somos una organización no gubernamental sin 
fines de lucro, independiente, no partidista y no confesional. 
Nuestro mandato se extiende a todos los derechos humanos 
ambientales, civiles, culturales, económicos, sociales y 
políticos reconocidos en la Constitución de la República 
Bolivariana de Venezuela y en los tratados internacionales 
ratificados por nuestro país. Priorizamos nuestra acción 
hacia los grupos y colectivos de personas en situación de 
mayor exclusión, pobreza y discriminación.

SURES: Somos una organización no gubernamental sin 
fines de lucro, independiente, no partidista y no confesional. 
Nuestro mandato se extiende a todos los derechos humanos 
ambientales, civiles, culturales, económicos, sociales y 
políticos reconocidos en la Constitución de la República 
Bolivariana de Venezuela y en los tratados internacionales 
ratificados por nuestro país. Priorizamos nuestra acción 
hacia los grupos y colectivos de personas en situación de 
mayor exclusión, pobreza y discriminación.



La migración venezolana sigue siendo el proceso so-
cial que más llama la atención a los actores políticos 
reaccionarios del continente. No así otros procesos 
mucho más dramáticos, como el de las caravanas 
migrantes hacia los Estados Unidos, los más de 20 
desplazamiento de personas en Colombia durante 
2021 a causa de su guerra interna, la disposición 
de República Dominicana de construir un muro 
para bloquear la migración de población haitiana, 
ni el gran peligro para los migrantes de diferentes 
latitudes que arriesgan sus vidas en el Tapón del 
Darién (Panamá).

El argumento de la crisis humanitaria y el em-
pleo generalizado de la calificación de “refugiados” 
forman parte del discurso con el cual se trata de 
convencer a la opinión pública internacional de que 
en Venezuela se producen violaciones masivas a 
los derechos humanos. El episodio más reciente de 
esta narrativa lo constituyen los hechos registrados 
en el estado Apure a finales de marzo y principios 
de abril, en donde el Estado venezolano aparece 
nuevamente como un agresor, a pesar del derecho y 
la legitimidad que le asiste en cuanto al control del 
territorio nacional y a la protección de su población 
a causa de la guerra interna que vive Colombia.

Mientras los gobiernos de los países de la región 
tratan de presentarse como los salvadores de la 
población venezolana que busca un mejor futuro 
en libertad y progreso, el fantasma de la xenofobia 
contra personas venezolanas recorre América Latina, 

y muy especialmente los países de la región andina. 
Un caso paradigmático es el Perú, en donde los 
abanderados del odio hacia nuestros compatrio-
tas son miembros de la clase política, más aun en 
tiempos de campaña electoral. 

La diferencia más importante que se puede percibir 
sobre la migración venezolana en el plano político 
es el lineamiento promovido desde Washington, a 
partir de la toma de posesión del presidente Joe 
Biden. En este sentido, hemos podido atestiguar un 
discreto pero muy relevante cambio de postura, el 
cual sugiere la adopción de una nueva estrategia 
cuyos detalles aún no han sido completamente 
revelados. La dinámica a partir de entonces parece 
estar marcada por el ofrecimiento de facilidades a 
la migración venezolana en los países del conti-
nente, claramente ejemplificado por los estatutos 
de protección temporal de Colombia y de los Esta-
dos Unidos, así como la aceptación de pasaportes 
vencidos en países como República Dominicana 
o el mismísimo Brasil de Bolsonaro, que al menos 
puede coincidir con Biden al menos en lo relativo 
a Venezuela.

Mientras tanto, las medidas coercitivas unilaterales 
siguen vigentes, con lo cual se trata de estrangular 
a la población venezolana no migrante. Así que el 
mensaje está claro. Miel para los venezolanos que 
se van, mientras que para quienes deciden quedarse 
se reserva la hiel. Queda por ver si esta estrategia es 
sostenible en el mediano plazo, pues ello supondría 
movilizar unos recursos para la migración vene-
zolana que hasta el momento no parecen haber 
llegado a sus supuestos beneficiarios. 
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El retorno de personas migrantes venezolanas 
ha sido un tema incómodo para muchos actores 
políticos que desean mantener el relato que afir-
ma que cualquier país es mejor para vivir que la 
Venezuela actual. Sin embargo, el retorno es una 
realidad inocultable tanto para los países veci-
nos, para las organizaciones no gubernamenta-
les y, claro está, para las agencias de las Naciones 
Unidas, sobre todo la Organización Internacional 
para las Migraciones y el Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas para los Refugiados.

Es necesario tener en cuenta que el retorno es 
un fenómeno que se comienza a producir desde 
el preciso instante en que una parte de las perso-
nas migrantes ven defraudadas sus expectativas, 
lo cual no tardó en ocurrir, si consideramos que 
las alternativas para la obtención de ingresos de 
la mayoría de la población migrante en los paí-
ses de la región es la economía informal y la pre-
cariedad. De manera que, apartando las visiones 
reduccionistas del fenómeno migratorio venezo-
lano, debemos reconocer que durante los últimos 
años hemos observado todos los casos descritos a 
continuación:

• Personas que migran hacia países de la región, 
y que permanecen en estos.

• Personas que migran, y retornan al poco tiempo.

• Personas que migran, pero regresan cada cierto 
tiempo por periodos más o menos largos, lo cual 
se puede asimilar a la noción de trabajadores 
temporales.

• Personas que solo visitan o prestan apoyo a 
familiares migrantes por periodos menores a 
seis meses.

• Personas que hacen varios intentos migratorios 
y varios retornos.

• Personas que migran desde terceros países, 
como quienes migran desde Venezuela a Co-

lombia, en un primer momento, y luego migran 
desde Colombia hacia Perú o hacia Chile.

• Personas que solo cruzan fronteras para hacer 
trámites o negocios y retornan en pocas horas 
o días.

• Personas que migran y mueren en los países 
de destino migratorio.

• Personas que nacen en los países de destino 
migratorio, a quienes les correspondería reclamar 
la nacionalidad venezolana.

Estos casos, y otros que aquí no se mencionan, 
forman parte de un panorama complejo, que de-
finitivamente no se puede reducir al relato según 
el cual, algunas personas retornaron a Venezue-
la, y que al comprobar que la situación era igual 
o peor a la que habían dejado, decidieron tomar 
nuevamente el camino de la migración. En reali-
dad, no se ha podido comprobar que las mismas 
personas que retornan se corresponden a las que 
migran poco tiempo después, por lo que su afir-
mación resulta una simplificación de los proce-
sos.

Como hemos podido observar durante los últi-
mos años, el Plan Vuelta a la Patria ha supuesto 
el retorno de más de 23 mil personas desde me-
diados de 2018, ello con el apoyo del Gobierno 
nacional. Podemos en este sentido mencionar 
algunos momentos donde visualizamos retornos 
de la migración venezolana:

• Durante los meses finales de 2019, como 
consecuencia de las condiciones precarias de 
vida y trabajo de las personas migrantes en 
países como Colombia y Perú, muchas perso-
nas comenzaron a retornar. 

• En el mes de diciembre de 2019 se produjo 
una oleada de retorno de grandes magnitudes, 
que lamentablemente no fue adecuadamente 
monitoreada. 
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• El gobierno de Colombia informó que, durante 
el mes de enero de 2020, antes de la declaración 
de la pandemia, cruzaron hacia Venezuela unas 
70 mil personas, y estimaban que en el mes de 
febrero pasaría más de lo mismo. 

• En los meses de noviembre y diciembre de 
2019, la dinámica fue algo similar a la descripta 
anteriormente.

Mención especial dentro del proceso de retorno 
merece lo sucedido durante la pandemia, como 
consecuencia de las medidas de confinamiento, dis-
tanciamiento social y cierre de fronteras adoptadas, 
y donde la población venezolana se vio de pronto 
privada de sus fuentes de ingreso en los países en 
donde se encontraban, siendo ignorados en el diseño 
de las medidas tomadas para la protección de las 
poblaciones de acogida. De manera que muchos se 
vieron obligados a emprender el camino de regreso 
empleando los medios disponibles, y también a pie. 

Cabe recordar que, desde el mes de marzo hasta 
diciembre de 2020, fuimos testigos de complejos 
procesos para el retorno de la población emigrada. 
Por una parte, más de 130 mil personas ingresaron 
por los pasos legales en donde se instaló un dispositivo 
para el control de la pandemia, el cumplimiento de 
periodos de cuarentena, la realización de pruebas 
de COVID-19 y el traslado a los estados de destino. 

Por otra parte, también conocimos que una parte 
importante de quienes regresaban al país, lo hi-
cieron a través de pasos irregulares, a fin de evitar 
cumplir con los periodos de cuarentena, lo cual 
afectó al país en términos de la propagación del 
virus. Algunas estimaciones señalan que el nú-
mero de personas que se valió de las así llamadas 
“trochas” para cruzar la frontera hacia Venezuela 
no era menor de 70 mil personas. Hasta la fecha, 
los retornos no se han dejado de registrar, si bien 
también se registran nuevas salidas de personas, 
una parte de quienes probablemente se puedan 
considerar emigrantes.

En todo caso, se puede afirmar, sin temor a exa-
gerar, que desde noviembre de 2019 hasta la ac-
tualidad han retornado al país no menos de 400 
mil personas solo por vía terrestre y solo desde 
los países vecinos. A ello tendría que agregarse a 
quienes han retornado por vía aérea.

Para finalizar, podemos decir que han regresado 
al país desde mediados de 2018, con o sin el Plan 
Vuelta a la Patria, por lo menos 500.000 personas, 
lo cual supone alrededor del 20% de la emigra-
ción venezolana, que de acuerdo con la División 
de Población de Naciones Unidas, se ubicaba en 
torno a los 2,5 millones de personas a mediados 
de 2019, última cifra publicada en detalle por este 
organismo. 



La administración Biden vive una crisis humani-
taria en la frontera sur de Estados Unidos, donde 
el flujo de migrantes, muchos de ellos menores de 
edad no acompañados, terminan hacinados en al-
bergues y centros de detención sin las condicio-
nes sanitarias necesarias, más aún en tiempos de 
COVID-19. Las promesas de campaña de Biden 
con respecto a la migración se han visto com-
prometidas en los hechos, puesto que, a pesar del 
discurso antagónico al extremismo de Trump, el 
Gobierno actual mantiene polémicas políticas de 
contención, represión y expulsión de la población 
migrante, como el Título 42 de la Ley de Salud de 
Estados Unidos que, en el marco de la pandemia, 
sigue expulsando personas sin los procesos míni-
mos de atención y análisis de casos.

Las estadísticas de la Oficina de Aduanas y Protec-
ción Fronteriza de EE.UU. afirman que de 351.803 
migrantes detenidos en 2021, 48.9 % se registró sólo 
durante el mes de marzo, esto es 172.331 personas 
en un mes, de las cuales, 103.900 (el 60 %) fueron 
deportadas. La mayoría de las personas deportadas 
provienen de los países más cercanos a EE.UU.: 
México, Guatemala, Honduras y El Salvador.1

En este contexto, durante el mes de marzo la admi-
nistración Biden emitió el Estatuto de Protección 
Temporal (TPS) para migrantes venezolanos, que 
prevé dar este estatuto temporal a 380.000 venezo-
lanos que hayan estado en Estados Unidos desde 
el 8 de marzo. La medida tendrá una vigencia de 
18 meses prorrogables. Asimismo, el Gobierno de 
Biden anunció la renovación de la orden ejecutiva 
que afirma que Venezuela es una amenaza para la 
seguridad nacional de Estados Unidos, orden sobre 
la cual se basan las sistemáticas medidas coerciti-
vas unilaterales y sanciones económicas que ejerce 
EE.UU. contra Venezuela.

¿Qué son los Estatutos de Protección Temporal?

En 1990, la administración de George H. W. Bush 
creó los Estatutos de Protección Temporal o TPS 
(por sus siglas en inglés) para dar cierto tiempo 
de protección inmediata y temporal a personas a 
migrantes provenientes de países que el Gobierno 
de EE.UU. considere que padecen conflictos ar-
mados o desastres naturales. Los TPS no significan 
una concesión de estatus legal ni mucho menos la 
ciudadanía estadounidense. Quienes acceden al 
TPS no son necesariamente elegibles para optar 
a la ciudadanía, sino que reciben una protección 
provisional para no ser deportados y permisos 
para poder trabajar en los EE.UU. por un tiem-
po limitado. Estados Unidos tiene la potestad de 
finalizar el TPS, como de hecho sucedió durante 
la administración Trump con los casos de Haití y 
Honduras. 

Un reclamo permanente de las comunidades mi-
grantes en EE.UU. es que los TPS den paso a un 
acceso a residencias permanentes ya que muchos 
de los migrantes que han sido parte del estatuto 
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Foto: Venezolanos de Miami. Autor: El Periodico de Utah
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1 Ver: https://www.jornada.com.mx/notas/2021/04/12/politica/de-351-mil-migrantes-detenidos-por-eu-41-son-mexicanos/

2 Ver: https://www.alianzaamericas.org/press-releases/una-vez-mas-la-administracion-de-biden-rompe-la-promesa-de-
proteger-a-las-personas-inmigrantes/

3 Ver: https://actualidad.rt.com/actualidad/385981-crisis-humanitaria-maduro-venezolanos-colombia-eeuu

han hecho familia en el país y se ven ante la disyuntiva de tener que separarse una vez termine el plazo 
del TPS. En este sentido, y contraviniendo el discurso promigrante de su campaña electoral, la admi-
nistración Biden ha asumido la misma posición que la administración Trump, negando un acceso más 
seguro a la residencia permanente a los beneficiarios del TPS.2

El doble rasero con el caso Venezuela 

Llama la atención la discrecionalidad con la que son designados los países y las nacionalidades de 
quienes pueden recibir un TPS. Un caso elocuente es el de Colombia, país que ha padecido por más 
de cinco décadas un conflicto interno armado con grandes pérdidas humanas. Sin embargo, luego de 
que el presidente colombiano Iván Duque manifestara una política antimigrante con respecto a los 
venezolanos durante la presidencia de Trump, experimentó un cambio repentino al decretar un Esta-
tuto Temporal de Protección para inmigrantes venezolanos en Colombia, una medida aplaudida por 
la nueva administración de EE.UU., que en menos de un mes emitió el TPS para las personas prove-
nientes de Venezuela en suelo estadounidense. 
La medida en Colombia ha recibido amplio financiamiento internacional (más de 950 millones de 
dólares provenientes de EE.UU., la Unión Europea (UE), el Banco Mundial y Japón);3 el Gobierno de 
Duque ha sabido proyectar la imagen de que Colombia “padece” la migración venezolana sin mencionar 
los más ocho millones de desplazados colombianos que el conflicto armado en este país ha generado.



Al principio de la pandemia por la COVID-19 
que caracteriza al mundo de hoy, se especulaba 
que las sociedades se moverían hacia acciones y 
emociones más identificadas con el valor de la 
solidaridad. No obstante, ha sido escenario para 
incentivar el debate que la humanidad entera 
ha debido dar con mayor intensidad desde hace 
mucho tiempo: los crímenes de odio. 

Solamente en lo que va de 2021, se conoce el 
asesinato de al menos cuatro migrantes vene-
zolanos en Perú. Jesús Castejón era repartidor 
de alimentos, tenía 25 años y fue asesinado de 
múltiples disparos a principios de año. Jaime 
Colmenares de 41 años recibió una golpiza y 
fue lanzado desde un tercer piso en su lugar 
de trabajo. Jeferson Hernández de 19 años fue 
asesinado en febrero en una trocha por quienes 
lideran las mafias de trocheros, por no lograr un 
acuerdo en cuanto al monto que cobran estos 
grupos irregulares para ingresar a los migrantes 
al país suramericano. El caso de Orlando Araujo 
se viralizó en las redes sociales, pues fue asesi-
nado a tiros por una especie de sicario peruano, 
mientras pedía compasión diciendo que no se 
metía con nadie, en su puesto de trabajo en un 
mercado popular. 

Los discursos de odio emanados de las autori-
dades y candidatos peruanos no han cesado. A 
pesar de la crisis institucional que existe en el 
país tras la renuncia de la presidencia de Pedro 
Pablo Kuczinsky en 2018, acusado de corrup-
ción y sobornos, Perú se ha mantenido con 
el dedo acusador sobre Venezuela con un rol 
determinante en el denominado Grupo de Lima, 
impulsado por Estados Unidos para afianzar la 
presión contra Venezuela desde la región lati-
noamericana. 

LA VIDA EN RIESGO 
DE LA MIGRACIÓN 

VENEZOLANA 
EN PERÚ ANTE LOS 

CRIMINES DE ODIO
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1 Ver: https://cronica.uno/acnur-62-de-los-venezolanos-en-peru-
se-han-sentido-discriminados/. Levantado el 30 de marzo de 2021.

Recientemente el candidato a la presidencia de esa 
nación, Daniel Salaverry, denominó a la migración 
venezolana como “miseria humana” y declaró ante 
los medios que, “esta gente está enferma, ya no tiene 
arreglo, hay que mandarlos de regreso a su país y 
que se encargue Maduro, pues. Si no viene a recoger 
usted a sus compatriotas, señor Maduro, yo se los 
voy a mandar en barco. Y por miles”. 

No es solamente Salaverry, el rechazo contra la migra-
ción venezolana está en la agenda de la mayoría de 
candidatos a la presidencia peruana. Desde sectores 
gubernamentales, se han impulsado movimientos que 
exigen la deportación de la migración venezolana.

Entre las consecuencias, la percepción del peruano 
sobre los migrantes venezolanos ha sido impactada 
de manera importante, un estudio de opinión pública 
ejecutada por el diario El Comercio, reseña que “67 % 
de los limeños desaprueba la inmigración de venezo-
lanos, 54 % considera que aumentan la delincuencia 
en el país y 46 % piensa que fomentan el desempleo 
o le quitan puesto de trabajo a los peruanos”.

En este escenario vale la pena acotar que en Perú 
no existen leyes específicas contra los delitos de 
odio, está vigente el Decreto Legislativo N° 1323 
en el que están penados los crímenes motivados 
por la orientación sexual o identidad de género, así 
como la ampliación de la causal de discriminación 
como agravante en relación a la discriminación por 
ambos motivos. 

No obstante, esa nación es signataria de la Conven-
ción Internacional sobre la Eliminación de todas las 
Formas de Discriminación Racial, que, entre otras 
cosas, impone a los Estados que la suscriben las 
siguientes acciones: no incurrir o practicar discri-
minación racial contra individuos, grupos de per-
sonas o instituciones, y asegurar que las autoridades 
cumplan esta obligación. No fomentar, defender 
o apoyar la discriminación racial por personas u 
organizaciones y revisar las políticas públicas para 
ajustar las leyes y reglamentos que pudieran crear 
o perpetuar la discriminación racial.

Algunos datos de la migración venezolana en Perú

Una de las realidades más crudas para las y los 
venezolanos fuera de su país, ha sido constatar los 

logros que en materia laboral exhibe el país, que ha 
avanzado en cuanto a la reducción de la jornada 
laboral y la obtención de derechos como licencia por 
enfermedad, o por maternidad-paternidad, entre 
otras. Según el portal web www.gestión.pe con datos 
del Instituto Nacional de Estadística e Informática, 
los venezolanos en Perú trabajan alrededor de 63 
horas semanales. 

El informe reseña que la mayoría se desempeñan 
como cocineros y ayudantes de cocina (14.2%), 
meseras/os o camareros (10.8%) y limpiadores y 
asistentes domésticos (6.1%). El principal sector en 
el que se desempeña esta población es el de servicios 
(56.7%), seguido de comercio (21.5%), manufactura 
(15%) y construcción (6.5%), finalmente destaca que 
“la gran mayoría de los venezolanos (94.2%) que 
residen en el Perú carece de un seguro de salud”.

No obstante, el tema de la discriminación es transver-
sal a todos los ámbitos de la vida de las venezolanas 
y venezolanos migrantes, sobre todo en Perú, donde 
según cifras de ACNUR el “62 % de los venezola-
nos se ha sentido discriminado en Perú por su 
nacionalidad”1.

Finalmente, un estudio aplicado a venezola-
nos que solicitan repatriación a través del plan 
Vuelta a la Patria, implementado por Venezuela 
para acompañar a la migración de retorno, pre-
cisamente en el contexto de las olas xenófobas 
en el continente contra los migrantes venezo-
lanos y para su protección por la pandemia de 
COVID-19, se pudo conocer que 70% de quienes 
retornan de Perú, manifiestan haber sido objeto 
de algún hecho de discriminación o xenofobia. 

La peligrosidad de este tipo de hechos reside en 
la naturalización de tratos discriminatorios y con 
ellos la violencia hacia quien es considerado infe-
rior. Todo esto, atizado por el discurso del odio de 
la dirigencia, continúa configurando un escena-
rio de altísima peligrosidad para los venezolanos 
que residen en Perú, cuyas vidas podrían estar 
potencialmente en peligro. 
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La pandemia de la COVID-19 es una muy grave 
realidad mundial, que aún se está investigando 
epidemiológicamente y apenas recientemen-
te se están explorando y aplicando vacunas, y 
que presenta un contexto regional de altísimo 
número de fallecidos en varios países de la re-
gión suramericana, lo que hace impostergable 
la atención prioritaria de los grupos en condi-
ciones de mayor vulnerabilidad, tales como la 
población migrante en cada país. 

Sin embargo, en relación con la población vene-
zolana migrante, la realidad en la región contra-
dice la prioridad señalada: muchos nacionales 
de Venezuela radicados en Colombia, Ecuador, 
Perú y Brasil en condición de migrante, al no te-
ner ingresos, no han podido pagar sus arriendos, 
por lo que fueron desalojados, y han terminado 
viviendo en la calle o en condiciones de hacina-
miento, lo cual hace más difícil evitar el contagio 
por COVID-19.  En otros países –como Chile– la 
respuesta del Gobierno ha sido expulsar a los ve-
nezolanos, vistiéndolos con trajes blancos bioló-
gicos con capuchas, escoltándolos como si fueran 
elementos peligrosos y subiéndolos a un avión de 
la Fuerza Aérea Chilena, rumbo a Caracas.

No sólo estudios recientes de instituciones in-
ternacionales han señalado una alta percep-
ción negativa sobre la migración venezolana en 
esos países, en el contexto de la pandemia de 
la COVID-19, sino que la misma es reforzada 
por declaraciones de los altos funcionarios de 
dichos países: así el presidente de Colombia, 
Iván Duque, declaró públicamente –finalizan-
do el 2020– que las y los venezolanos que no 
tengan doble nacionalidad ni estén regulari-

zados no tendrían acceso a la vacuna contra 
el COVID-19; y el canciller chileno, Andrés 
Allamand, también señaló que: “Tampoco van 
a poder vacunarse los extranjeros que estén en 
el país en una situación irregular”, poniendo 
en grave peligro y daño inminente, la salud y 
la vida de la población migrante venezolana en 
tales países.

La Observación General Nº 14 (de la ONU) so-
bre el derecho a la salud, ha señala como una 
vulneración a los derechos humanos que un 
Estado se niegue a vacunar a los integrantes de 
una comunidad contra graves enfermedades in-
fecciosas; recordando que los establecimientos, 
bienes y servicios de salud deben ser accesibles 
a todos sin discriminación, y garantizándose el 
acceso igual y oportuno a los servicios de salud 
básicos preventivos, curativos y de rehabilita-
ción. 

Asimismo, los derechos a la vida, a la no discrimi-
nación y a la salud han sido tutelados y desarro-
llados por la jurisprudencia internacional en dis-
tintas diversas opiniones consultivas o sentencias. 
Las mismas han señalado: “En cumplimiento de 
dichas obligaciones, los Estados deben abstenerse 
de realizar acciones que de cualquier manera va-
yan dirigidas, directa o indirectamente, a crear si-
tuaciones de discriminación de jure o de facto, así 
como a adoptar medidas positivas para revertir 
o cambiar situaciones discriminatorias existentes 
en sus sociedades, en perjuicio de determinado 
grupo de personas”. Igualmente, aclaran: “para 
que surja esta obligación positiva, debe estable-
cerse que al momento de los hechos las autorida-
des sabían o debían saber de la existencia de una 

V A C U N A C I Ó N 
PARA MIGRANTES 
VENEZOLANOS EN EL 
C O N T I N E N T E

11 ida y vuelta10 Sures

EN
 P
A
N
D
EM

IA

EN
 P
A
N
D
EM

IA



situación de riesgo real e inmediato para la vida 
de un individuo o grupo de individuos determi-
nados, y no tomaron las medidas necesarias den-
tro del ámbito de sus atribuciones que, juzgadas 
razonablemente, podían esperarse para prevenir 
o evitar ese riesgo”. Por último, en relación con 
la población migrante, también han señalado: “el 
deber de respetar y garantizar el principio de la 
igualdad ante la ley y no discriminación es inde-
pendiente del estatus migratorio de una persona 
en un Estado. Es decir, los Estados tienen la obli-
gación de garantizar este principio fundamental 
a sus ciudadanos y a toda persona extranjera que 
se encuentre en su territorio, sin discriminación 
alguna por su estancia regular o irregular, su na-
cionalidad, raza, género o cualquier otra causa”.

Desde Sures abogamos para que la población ve-
nezolana en el exterior, independientemente de su 
situación o condición migratoria, se le garantice 
el acceso universal a los servicios de promoción, 
protección y recuperación de la salud, y en parti-
cular, el acceso igualitario y sin discriminación a 
los planes de vacunación contra la COVID-19 que 
implementen los distintos Estados de la región; asi-
mismo exigimos el  cese de toda acción u omisión 
de funcionarios estatales que conlleven prácticas 
de discriminación y xenofobia, sobre todo de las 
actuaciones ejecutivas y legislativas -y de los dis-
cursos públicos- que impliquen rechazo a la po-
blación migrante por su origen nacional; y solicita-
mos para las y los migrantes venezolanos que así lo 
soliciten, medidas para su repatriación voluntaria. 
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Durante la madrugada del domingo 21 de marzo 
del año en curso, grupos armados de Colombia 
atacaron con artefactos explosivos las instalaciones 
del Servicio Nacional Integrado de Administra-
ción Aduanera y Tributaria (Seniat), un punto de 
control de la Guardia Nacional Bolivariana y uni-
dades móviles de la empresa eléctrica venezolana 
Corpoelec, ubicados en la comunidad de La Victo-
ria, municipio Páez, del estado fronterizo de Apure. 

Autoridades venezolanas informaron que estas ac-
ciones, que se mantuvieron durante varios días, y 
formaron parte de un intento por parte de grupos 
irregulares colombianos de instalarse en territorio 
venezolano para construir una estructura del nar-
cotráfico y debilitar al Estado venezolano, en una 
flagrante violación de la soberanía nacional.

En este ensayo, los grupos irregulares detonaron 
armas de gran poder y sembraron minas antiper-
sonales en la localidad, con el fin de atemorizar a 
la población civil y así lograr que se tuvieran que 
abandonar sus viviendas de manera forzosa, hu-
yendo de la agresión, movilizándose circunstan-
cialmente hasta la localidad colombiana de Arau-
quita, departamento de Arauca, para salvaguardar 
su vida y esperar a la expulsión de estos grupos de 
territorio venezolano.   

Autoridades militares venezolanas informaron 
sobre la detección de cerca de 16 explosivos en 
la zona, así como sobre el desmantelamiento de 
6 campamentos en los que se encontraron arma-
mento, municiones, pertrechos de guerra, explo-
sivos y vehículos pertenecientes a los agresores.

En este sentido, el gobierno de Venezuela comu-
nicó sobre la remisión de una misiva al Servicio 
de las Naciones Unidas de Actividades Relativas a 
las Minas, solicitando asistencia técnica para des-
activar las minas antipersona sembradas por los 
grupos colombianos, así como una evaluación al 
Consejo de Seguridad del organismo multilateral 
sobre el cumplimiento de los Acuerdos de Paz en 
Colombia.  

Criminalización de Venezuela

En ese contexto dio inicio una operación mediá-
tica orientada a la criminalización de los cuerpos 
de seguridad del Estado venezolano, por la su-
puesta respuesta militar no apegada a los dere-
chos humanos y por el supuesto asedio cometido 
contra la población civil local. Todo esto median-
te la publicación de informaciones falseadas y las 
declaraciones de actores abiertamente hostiles al 
Gobierno venezolano, como lo es el caso del di-
rector de la organización Human Right Watch, 
José Miguel Vivanco.  

Asimismo, la prensa colombiana, regional y 
agencias de las Naciones Unidas sobredimen-
sionaron ampliamente las cifras de las personas 
que debieron trasladarse circunstancialmente a 
Arauquita, llegando incluso a hablarse de más de 
6.000 personas de nacionalidad venezolana en si-
tuación de refugio y desplazamiento en territorio 
colombiano.

A la luz de los datos suministrados por el Instituto 
Nacional de Estadística (INE) de Venezuela, esta 
versión resulta inverosímil, pues los datos oficia-
les proyectan a la población de la localidad de La 
Victoria en 3.574 habitantes, es decir, una cifra 
muy por debajo de la divulgada por autoridades 
y medios de comunicación.

Es importante resaltar que, desde que los efecti-
vos venezolanos emprendieran acciones defensi-
vas para desalojar a estos grupos irregulares del 
territorio venezolano, un número importante de 
habitantes de La Victoria han retornado a la loca-
lidad. Esto gracias a los esfuerzos que los cuerpos 
de seguridad del Estado venezolano han empren-
dido en aras de fortalecer la seguridad fronteriza, 
para garantizar el orden interno, la paz y el respeto 
de los derechos humanos de estas comunidades.

Asimismo, las personas venezolanas que se moviliza-
ron hasta Arauquita no lo hicieron con el objetivo de 
solicitar la protección de las autoridades colombianas, 
sino con el fin único de utilizar circunstancialmente el 

EFECTOS DE LA GUERRA
INTERNA COLOMBIANA 
EN Venezuela: caso Apure
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territorio de ese país mientras desaparece la situación 
de peligro sembrada en Venezuela y zonas aledañas. 
Taxativamente un refugiado no puede volver a su 
país por motivos de persecución política o ideológica, 
este no es el caso de los venezolanos en Colombia.

Guerra interna colombiana

Es importante subrayar que Venezuela ha sido 
históricamente un país receptor de grandes con-
tingentes de migrantes y refugiados, especialmen-
te de nacionalidad colombiana, quienes siendo 
víctimas de la guerra interna que ese país vive 
desde hace al menos cinco décadas, y que invo-
lucra al Ejército, guerrillas, paramilitares y nar-
cotraficantes, han cruzado las fronteras estatales 
para proteger sus vidas.

Como resultado de esta tragedia humanitaria, tal 
como ha sido catalogada por diversas organiza-
ciones de derechos humanos, alrededor de 8 mi-
llones de colombianas y colombianas se encuen-
tran actualmente en situación de desplazamiento 
forzado, siendo Colombia el país líder en este fe-
nómeno.  

Lamentablemente el país vecino figura con el 
mayor número de personas desplazadas en el 
continente americano, seguido por países cen-
troamericanos (México, Guatemala, Honduras y 
El Salvador), donde el fenómeno es agudo por la 
presencia de carteles de la droga y pandillas. 

A nivel global, Colombia también lidera en esta 
materia, seguido por Siria, República Democráti-
ca del Congo, Yemen, Somalia, Afganistán, Nige-
ria, Sudán, Etiopía y Sudán del Sur, es decir, países 
de África subsahariana y Medio Oriente marca-
dos por intensas guerras civiles e intervenciones 
militares.
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un negocio “humanitario”
LA MIGRACIÓN VENEZOLANA,
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El Departamento de Estado de Estados Unidos 
divulgó un informe en febrero de 2020 dando a 
conocer que ese país ha destinado más de 656 mi-
llones de dólares desde 2017 para la asistencia de 
la población venezolana diseminada por la región 
de América Latina y el Caribe, supuestamente di-
rigidos a financiar el trabajo que realizan los Go-
biernos de Colombia, Ecuador, Perú, Brasil, países 
del Caribe, organizaciones internacionales y no 
gubernamentales.  

Por su parte, aliados de Washington como Japón, 
Corea del Sur  y el Reino de los Países Bajos, así 
como el Banco Mundial y el Banco Interamerica-
no para el Desarrollo (BID),  también han destina-
do sumas millonarias a estos mismos Gobiernos y 
organizaciones para la atención de los connacio-
nales, orientados a la construcción de albergues, 
entrega de alimentos e insumos básicos, la regula-
rización de su situación migratoria y el desarrollo 
de programas para la integración laboral. 

Aunado a estos desembolsos, la denominada Con-
ferencia Internacional de Donantes en Solidaridad 
con los Refugiados y Migrantes Venezolanos, rea-
lizada en el mes de mayo de 2020, recaudó alre-
dedor de 2.790 millones, entre donaciones y 
préstamos de 60 países, agencias financieras y 
agencias ONU, supuestamente destinados a brin-
dar asistencia a la población venezolana en los 
países latinoamericanos y caribeños que las aco-
gen, así como para atender a las comunidades de 
acogida, que se encuentran bajo presión en el con-
texto de las medidas restrictivas implementadas 
para la contención del COVID-19.

A la cabeza de estos aportes estuvieron el Banco 
Europeo de Inversiones, con un préstamo de 400 
millones de euros, y la Unión Europea, con 144 
millones en fondos, mientras que la contribución 
de España se estableció en 50 millones a lo largo 
de tres años, la gran mayoría para Colombia, Perú 
y Ecuador. El Alto Comisionado de ACNUR, Fi-
lippo Grandi también anunció la contribución de 
500.000 € por parte del Comité Español de esa 
agencia. Se espera que el próximo 17 de junio se 

celebre una segunda Conferencia Internacional de 
Donantes, auspiciada por Canadá, para la movili-
zación de recursos adicionales.  

Este evento se articula con  las acciones de la 
Plataforma Regional de Coordinación Interagencial 
(R4V), instancia lanzada en septiembre de 2018 
y liderada conjuntamente por ACNUR y la OIM, 
y con la vocería oficial respecto a la cuestión 
migratoria de la población venezolana. Esta pla-
taforma es la encargada de dirigir y coordinar la 
respuesta regional del flujo de salida de personas 
venezolanas desde su país de origen; de gestio-
nar la información para dirigir la recopilación y 
producción de estadísticas y datos; así como de 
articular con los distintos actores involucrados 
en la materia (Gobiernos, organizaciones no gu-
bernamentales y donantes).

Asimismo, la R4V solicita y moviliza recursos a 
través del Plan Estratégico de Respuesta para Re-
fugiados y Migrantes de Venezuela, mediante el 
cual pide apoyo económico a los donantes, insti-
tuciones financieras y actores de desarrollo para 
el financiamiento de los programas humanitarios 
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supuestamente destinados a los venezolanos en 
Colombia, Perú, Ecuador y Brasil, principalmente. 

Del grueso de los fondos recaudados hasta la fe-
cha, Colombia es el país que mayor financiamien-
to ha recibido:

• Marzo 2018: USD $2.5 millones en donación 
por EE.UU.

• Agosto 2018: USD $9 millones en donación 
por EE.UU.

• Mayo 2018: USD $18.5 millones en donación 
por EE.UU.

• Noviembre 2018: USD $4 millones en dona-
ción por Países Bajos para Colombia y Perú.

• Abril 2019: USD $31.5 millones entregados 
por el Banco Mundial.

• Julio 2019: USD $89.000 dólares en donación 
por EE.UU. para hospital en Cúcuta.

• Julio 2019: USD $4.5 millones en donación 
por Japón.

• Septiembre 2019: USD $120 millones en do-
nación por EE.UU.

• Septiembre 2019: USD $33 millones en dona-
ción por UE.

• Octubre 2019: USD $55,8 millones de dólares 
en donación por España a Colombia y demás 
países de la región.

• Octubre 2019: USD $13 millones en donación 
por UE.

Por su parte, entre 2019 y 2020 Ecuador recibió 
alrededor de USD $9 millones, donados por Japón 
y el Banco Mundial, mientras que se conoce de 
una donación realizada a Perú por Corea del Sur 
(junio de 2019), por un monto de al menos USD 
$500 mil. 

Situación de población venezolana

Lo anterior expuesto contrasta con el cuadro ac-
tual de vulnerabilidad que enfrenta la población 
venezolana en los principales países de acogida en 
América Latina. 

Cerca del 40% de la población migrante venezo-
lana ha sido desalojada durante la pandemia; un 
38% más está en riesgo de perder su hogar en su 

país de acogida; y la mayoría de estas personas no 
ha recibido ninguna ayuda de los gobiernos an-
tes o después del desalojo, alertó recientemente la 
ONU.

Con un 69,50%, Colombia es el país con mayor 
número de casos en los que se le ha notificado 
del desalojo a los hogares venezolanos, según los 
resultados del estudio Encuesta regional de des-
alojos de las personas refugiadas y migrantes de 
Venezuela, desarrollada en 7 países de la región 
de las Américas (Perú, Ecuador, Brasil, Colombia, 
Panamá, República Dominicana y Guyana), y rea-
lizada por la R4V. 

Le sigue Brasil, con un 59%, y seguidamente 
Ecuador, con un 58,4%, donde la situación de los 
connacionales es crítica. El Estudio de Georrefe-
renciación y Caracterización de la Población Ve-
nezolana, de la ONG Plan International, mostró 
que, en este país, casi el 66% de la población ve-
nezolana en situación de movilidad se encuentra 
en condición irregular, y que el 77% de los hogares 
venezolanos viven en situación de hacinamiento. 
Asimismo, la fuente directa de ingresos para mu-
chos venezolanos es el empleo diario e informal.

En el caso de Perú, la cifra de desalojos ronda el 
55,7%, lo que se suma a unas ya adversas condi-
ciones de vida. El Monitoreo de Protección de 
venezolanos en Perú de 2020, informe semestral 
publicado por ACNUR, revela que el 65% de la 
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población migrante venezolana en ese país se 
encuentra en situación de vulnerabilidad y 
que, para sobrevivir, un tercio de las familias ha 
adoptado “mecanismos extremos”, como la reco-
lección de comida en la basura, pedir limosna o 
la prostitución.1 

La Encuesta de la R4V también arroja que:

• En Colombia, cerca del 75% de los hogares 
venezolanos cancela con recursos propios su 
alojamiento, mientras que el apoyo por parte 
del Gobierno y/o ONG’s ronda solo el 7%. 

• En Ecuador, un 75% de los hogares venezola-
nos paga con recursos propios su alojamiento, 
mientras que el apoyo ronda en un 20%. 

• En Perú, casi el 80% de los hogares venezo-
lanos cancela con recursos propios su aloja-
miento, mientras que el apoyo es nula. 

• En Brasil, cerca de 50% de la población ve-
nezolana cancela con recursos propios su alo-
jamiento, mientras que el apoyo por parte del 
Gobierno y ONG’s ronda en un 30%.

Asimismo, el documento señala que el 73,7% de 
los contratos de arrendamiento entre las personas 
venezolanas y los propietarios de las viviendas en 
la región es de tipo verbal, y solo el 12,9% tiene un 
contrato escrito. 

Un contrato de tipo verbal implica una situación 
de inestabilidad para la persona, pues existe un 
mayor riesgo de ser desalojada, de un incremento 
desproporcionado del pago y limita la resolución 

de conflictos por parte de las instancias encarga-
das de impartir justicia.  

Según destaca la Encuesta, los hogares venezola-
nos identifican tres motivos por los que conside-
ran se encuentran en riesgo de desalojo: incapa-
cidad de pago de los arriendos; incapacidad de 
pago de los servicios básicos; y la discriminación 
que viven por ser venezolanos.

En el caso de las mujeres en situación de movi-
lidad humana las dificultades son aún mayores, 
pues a las múltiples violaciones de los derechos 
humanos a las que ya están sometidas se suma la 
ausencia de programas de salud con perspectiva 
de género, que contemplen los derechos sexuales 
y reproductivos, el acceso a servicios de salud de 
calidad a madres gestantes, a una atención inte-
gral durante el trabajo de parto y post parto, y a la 
interrupción voluntaria del embarazo en los paí-
ses que las legislaciones así lo permitan.2

Un instrumento aplicado a 14 mujeres venezola-
nas que residen en Colombia, realizada por Equi-
librium - Centro para el Desarrollo Económico, 
revela que el total de la población encuestada no 
ha podido acceder a métodos de planificación fa-
miliar que les permitan decidir en qué momento 
quedar embarazadas o cuántos hijos tener. 



1 Ver: https://gestion.pe/peru/dos-de-cada-tres-venezolanos-estan-en-una-situacion-vulnerable-en-peru-segun-acnur-noticia/

2Ver: https://equilibriumcende.com/gestantes-venezolanas-colombia/

Esta situación deriva en altas tasas de morbimor-
talidad materna y neonatal por la falta de con-
troles durante la gestación y la atención de salud 
oportuna: “en estos grupos, se ha descrito mayor 
incidencia de muerte fetal, muerte neonatal, parto 
prematuro y bajo peso al nacer en niños nacidos 
de madres con antecedente de migración”

Según la organización Profamilia, “la atención 
de controles prenatales y controles post parto se 
encuentra entre las necesidades insatisfechas en 
salud más relevantes referidas por la población 
migrante y refugiada partícipe del estudio”. 

Un uso político

Estos datos dan una idea de la situación huma-
nitaria de la población venezolana en los princi-
pales países de acogida de la región, una realidad 
que contrasta fuertemente con los discursos ofi-
ciales de las autoridades gubernamentales de esos 
países y de las declaraciones de los funcionarios 
de ACNUR y la OIM, quienes insisten en que esta 
población ha sido beneficiaria de los fondos mil-
millonarios recaudados durante los últimos años 
para su supuesta atención humanitaria.

El contexto de la pandemia no hizo sino dejar 
en evidencia que la población venezolana no 
ha sido favorecida por políticas gubernamen-
tales, programas de asistencia social ni regula-
rización para su inserción en el campo laboral. 
Muy por el contrario, esta población ha sido 
utilizada políticamente por sectores adversos 
al Gobierno de Nicolás Maduro para su pro-
vecho personal y partidista, llegando incluso al 
extremo de obstaculizar el regreso voluntario 
de estas personas a Venezuela bajo el argumen-
to de que el país no presenta las condiciones 
para su recepción.

Desde Sures reiteramos nuestra condena al tra-
tamiento sesgado, politizado e interesado que se 
ha dado a una cuestión tan sensible como lo es 
la movilidad humana de personas venezolanas 
y de cualquier otra nacionalidad, así como la 
irresponsable promoción para afectar, intencio-
nalmente, la capacidad de respuesta del Estado 
venezolano en sectores sensibles como lo son la 
producción, los servicios, la salud y la educación, 
producto de la pérdida de población altamente 
calificada.
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